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A.
Resumen
Nuestro país se encuentra camino al bicentenario de su existencia. En efecto, el año 2010 Chile pretende pasar a ser un miembro estable de la Organización para la Cooperación Económica y el Desarrollo (OECD), como corolario de ya varios años de estudios y recomendaciones por parte de esta organización, en los que se ha intentado identificar la situación económica del país, sus virtudes y deficiencias, y las medidas mediante las cuales debería lograrse un crecimiento y desarrollo económico sustentables en el tiempo, comparables al nivel de los países que integran la OECD.

De esta manera, una de las deficiencias que ha sido detectada en los estudios económicos sobre el país, es justamente la que dice relación con la inversión privada en Investigación y Desarrollo (I+D), la cual se encuentra muy disminuida en comparación con el estándar de gasto en esta materia por parte de los países miembros de la OECD. Verbigracia, el gasto en I+D en nuestro país asciende al 0,7% del PIB, a diferencia de los países desarrollados que invierten aproximadamente 3,5% del PIB. Otro dato relevante es que en Chile sólo un 30% de la inversión es realizada por las empresas del sector privado, a diferencia del nivel alcanzado por países miembros de la OECD que ascienden a un 65% del mencionado sector, situación que como país pretendemos revertir.
Para la consecución del objetivo planteado, ha sido promulgada el año 2008 la Ley 20.241 que establece incentivos tributarios a la inversión privada en I+D, específicamente un mecanismo de crédito contra el impuesto de primera categoría (en su mayoría soportado por las empresas), respecto de los pagos que se realicen en virtud de Contratos de Investigación y Desarrollo celebrados con centros de  investigación acreditados por la CORFO (Corporación de fomento a la producción).
El objetivo del legislador ha sido acercar a dos mundos distintos, por un lado, las instituciones de investigación y las universidades,  quienes concentran el grueso de los estudios e investigaciones y avances tecnológicos, y por otro lado, acercar este conocimiento al mundo empresarial, con el fin de promover el emprendimiento con base tecnológica.

El análisis de este trabajo se divide principalmente en tres secciones: la primera, en la cual abordaremos la situación existente en el país respecto a incentivos tributarios en I+D con anterioridad a la entrada en vigencia de la ley 20.241, verificando la existencia de incentivos en esta área, y su efectividad como medidas de fomento. La segunda parte se enfocará a analizar la situación en otros países, como Argentina, Brasil, Estados Unidos o la Unión Europea, constatando las distintas opciones respecto a incentivos tributarios e implementación de medidas que estos han tomado. Y por último, efectuaremos una prueba de rendimiento a la Ley 20.241, para en definitiva determinar si es que el mecanismo establecido es eficiente en su aplicación efectiva. Para esto, junto con realizar críticas a la normativa, efectuaremos un ejercicio práctico para evaluar la ley no sólo en términos cualitativos, sino cuantitativos, culminando nuestra investigación con alguna propuesta de modificación de la Ley cuestionada y el mecanismo contemplado.
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1
Introducción

Chile es un país que se encuentra en pleno desarrollo económico, mostrando como corolario de esto un crecimiento sustentable en el tiempo, fruto de variados factores, principalmente el establecimiento de buenas políticas públicas en torno a lo económico, provenientes tanto de los gobiernos como del Banco Central, órgano especialmente destacado a la hora de tomar decisiones y enfrentar las últimas crisis mundiales.
Tanto es así que Chile ha sido uno de los países mas destacados por los análisis de la Organización para la Cooperación Económica y el Desarrollo (OECD), razón por la cual, figura como candidato para ingresar a la organización el año 2010, fecha que coincide con el bicentenario de la existencia de nuestra república. Junto con esto, es menester destacar que desde principios de este siglo, la OECD ha venido realizando estudios en distintas materias sobre el desarrollo del país, y efectuando recomendaciones que se plasman principalmente a través del establecimiento de medidas económicas y nuevas normativas legales que tiendan a promover el crecimiento y desarrollo de Chile en todo aspecto.
Dentro de las recomendaciones efectuadas por la organización, se han detectado falencias importantes, tanto en los estudios de los años 2005 y 2007 (Chile: OECD Economic Surveys), en especial, sobre un área que constituye el punto de partida de este trabajo: La inversión privada en Investigación y Desarrollo (I+D), también conocido en el mundo como Research & Development (R+D). 
En efecto, las cifras que podemos desprender de los trabajos realizados por la organización, develan que el gasto en nuestro país en Investigación y Desarrollo es bajísimo, constituyendo apenas un 0,7% PIB, en comparación con el estándar promedio de los países pertenecientes a la OECD que invierten alrededor de un 3,5% PIB, cifra de la cual estamos muy lejanos. A mayor abundamiento, otro dato para tener en cuenta es el origen de la inversión, que en nuestro país se radica sólo en un 30% en el sector privado, a diferencia del estándar de los países miembros de la organización que alcanza un 65%, quedando una mínima parte vinculada a la inversión estatal, modelo que a los países desarrollados les ha resultado más eficiente, y al cual nosotros estamos encaminados.
El efecto que se quiere lograr consiste en introducir en el sector privado -nos referimos principalmente a las empresas- factores tecnológicos, innovación y nuevos métodos de producción, cuyo origen radica en los centros de estudio y las Universidades que son los que producen el conocimiento y desarrollan investigación. Según la OECD, el modo mediante el cual se puede lograr esta coordinación entre la investigación y el desarrollo, sería estableciendo incentivos tributarios a las empresas para que con mecanismos de rebaja de impuestos puedan deducir los gastos en I+D del pago del impuesto a la renta, ya sea directamente como gasto, o como crédito imputable al impuesto cedular a pagar.
Lo que buscamos en este trabajo es realizar un análisis sistemático de los siguientes tópicos: 1) Dejar constancia de la situación existente en Chile respecto a este tipo de incentivos con anterioridad a la entrada en vigencia de la Ley 20.241. Para esto analizaremos tanto el Artículo 31 Nº 11 de la Ley de Renta, circulares, oficios y dictámenes relacionados, y por otra parte, es menester analizar los incentivos tributarios territoriales existentes en Chile, y lo relacionado con la producción en zonas francas en las regiones I y XII, así como la existencia de incentivos tributarios establecidos por leyes especiales referentes a nuestra materia en estudio. 2) Realizaremos un análisis comparado, tomando como ejemplo los mecanismos de incentivos tributarios utilizados en otros países como Argentina, Brasil, EEUU, y la Unión Europea. 3) Someteremos la Ley 20.241 que entrega incentivos tributarios a la inversión privada en Investigación y Desarrollo, a una prueba de rendimiento, de modo que nos interesa determinar si efectivamente el mecanismo contemplado por dicho cuerpo legal es o no una herramienta eficiente para promover justamente el gasto privado en I+D. Analizaremos sus aciertos y deficiencias, efectuando una crítica a la Ley, y estableciendo ciertos parámetros que debiesen ser reformados. Con este objeto también, y para que el análisis tenga efectos prácticos, elaboraremos un ejercicio, tomando valores aproximados a los de una empresa “modelo”, sometiendo a prueba el mecanismo contemplado en la Ley, de modo de no sólo quedarnos en un análisis cualitativo, sino cuantitativo, para lograr en definitiva al culminar nuestra investigación, una propuesta alternativa a la ley en cuestión
2. 
Investigación y Desarrollo (I+D)
2.1
Concepto 

En nuestro país ha surgido de manera incipiente el concepto de Investigación y Desarrollo (I+D), no existiendo mucha claridad en su definición y en los ítemes que abarca. Al respecto – y en el contexto de la OECD – existen estudios estadísticos de corte internacional realizados por un panel de expertos
, los cuales se han plasmado en el llamado “Manual de Frascati”
, que básicamente ha sido un instrumento de definición y medición de las actividades científicas y tecnológicas que califican como I+D. 
A rasgos muy generales, la investigación y desarrollo “comprenden el trabajo creativo llevado a cabo de forma sistemática para incrementar el volumen de conocimientos, incluido el conocimiento del hombre, la cultura y la sociedad, y el uso de esos conocimientos para crear nuevas aplicaciones”
. Esta definición nos da básicamente dos ideas con las que debemos trabajar para comenzar a investigar. Por un lado tenemos la producción del conocimiento, es decir, la constatación insoslayable de que el hombre va camino al avance y al desarrollo y no al revés, y que por lo tanto la constante es ir encontrando nuevas tecnologías que hagan la vida del hombre mas fácil. Por otra parte, la idea es llevar ese conocimiento –traducido en tecnologías e innovación – a su aplicación práctica, a su implementación en las empresas y actividades económicas varias, de manera que esa fórmula desencadene en un aumento y desarrollo de la producción, y en consecuencia, de un crecimiento sostenido y desarrollo de los países.
Tal como ha sido explicitado por Benavente, la innovación científica y tecnológica puede considerarse como “la transformación de una idea en un nuevo y mejor producto introducido en el mercado, en un nuevo y mejorado proceso operativo utilizado en la industria y comercio, o en una nueva forma de servicio social”
, y efectivamente una de esas maneras de transformar esa idea e introducirla al mercado es la I+D.
No es intención de este trabajo sumergirse en un análisis profundo del concepto, aplicaciones y características de la Investigación y Desarrollo, ni tampoco realizar una determinación de cuales áreas quedan cubiertas por el concepto y cuales no. Ahora bien, una vez que conocemos el concepto de I+D es necesario entrar a determinar de qué manera puede incorporarse ésta en la actividad empresarial, y cómo influyen las políticas públicas de modo que sea el estado quien incentive a los privados a que inviertan en I+D. A partir de la experiencia de los países miembros de la OECD podemos decir que existen básicamente dos tipos de incentivos fiscales a la innovación
. Una es a través de “subsidios” (o “apoyo público directo”), esto es, el estado entrega directamente recursos a las empresas como una manera de financiación directa de su gasto en I+D. Otra manera –y para el análisis la más efectiva – es el “incentivo tributario”, en el cual el estado vía ley establece una franquicia o una rebaja de la carga tributaria para las empresas que realicen gasto en I+D. Determinar cual de estos mecanismos es más efectivo no es una cuestión pacífica en la experiencia internacional, y sin duda que pende de los cambios y variaciones en distintas variables como fallas de mercado, el valor social de las investigaciones y los beneficios derivados de éstas; sin embargo a partir de la evidencia empírica de los países de la OECD se ha logrado determinar que desde los años ochenta ha habido una tendencia hacia un mayor uso de los incentivos tributarios en vez del apoyo público directo en inversión de I+D, no obstante ambos tienen defectos y virtudes
, cuestión que se sustenta con datos empíricos brindados por el estudio de la OECD. 
Otros autores estiman que el mecanismo de crédito tributario como único mecanismo no se hace eficiente, y que el sistema a utilizar depende del área de mercado del cual se trate, ya que en ciertas áreas donde no hay rentabilidad para los privados es el estado el que debe otorgar subsidio directo, y así en las áreas donde si hay rentabilidad para la inversión privada es posible utilizar el mecanismo de crédito tributario.

2.2
Importancia en Chile
En Chile, la preocupación por el nivel de inversión en I+D y la necesidad de establecer un mecanismo de crédito que incentivara esta área surge a partir de las recomendaciones realizadas por la OECD respecto de nuestro país, como uno de los aspectos en que debía trabajar para finalmente lograr su accesión como miembro de aquel en el año 2010 –fecha que coincide con el bicentenario de formación de nuestra república. 
Es así como ya desde estudios económicos del año 2003
, y 2005
 de la OECD, se constata que Chile posee un nivel particularmente bajo de esfuerzo en investigación y desarrollo, sin perjuicio de que su estándar es parecido al nivel de los otros países de América del Sur, se encuentra muy por debajo del promedio de los países miembros de la OECD, v. gr. El gasto en I+D por parte del sector privado – empresarial corresponde a un 20% del gasto total del país, siendo la mayor inversión por cuenta del sector público
, correspondiendo este gasto total a un porcentaje bajísimo del PIB, apenas un 0,7%
.

Por ende, entendemos que se hace necesario impulsar la inversión privada en I+D, como propósito que nos lleve a fortalecer la productividad y desarrollo de nuestro sector productivo, y consecuentemente del país, tendiendo hacia los estándares de los países miembros de la OECD que presentan un nivel amplio de desarrollo en comparación con el nuestro. De esta manera, y tomando como base estas recomendaciones es que en 2008 se promulga la Ley 20.241, que establece definitivamente un mecanismo de crédito como incentivo tributario para el fomento de la inversión privada en I+D, cuestión que será objeto de nuestro análisis a lo largo de esta investigación
.
3.
Situación en Chile antes de la Ley 20.241
3.1 
Mecanismo del Art. 31 Nº 11

Este será el punto de partida, mediante el cual nos interesa responder la pregunta por los incentivos tributarios en I+D existentes con anterioridad a la entrada en vigencia de la Ley, y cómo o bajo qué sistema las empresas soportaban la carga tributaria en relación con el gasto en esta área. 
Al respecto, lo primero que debemos analizar es el tratamiento que da la Ley de la renta (en adelante “LIR”) al gasto en I+D, por lo que nos referimos al Artículo 31 Nº 11 de la LIR, el cual establece lo siguiente:

Art. 31 inciso 3º: “Especialmente procederá la deducción de los siguientes gastos, en cuanto se relacionen con el giro del negocio:

11. Los gastos incurridos en la investigación científica y tecnológica en interés de la empresa aun cuando no sean necesarios para producir la renta bruta del ejercicio, pudiendo ser deducidos en el mismo ejercicio en que se pagaron o adeudaron o hasta en seis ejercicios comerciales consecutivos.”

Este número 11 fue incluido dentro de la LIR el 1º de Enero de 1989, con el propósito de dar la posibilidad al contribuyente del Impuesto de Primera Categoría –específicamente la empresa- de deducir de su renta líquida, los gastos incurridos por éste en investigación científica y tecnológica (I+D) que hayan sido realizados en interés de la empresa, incluso dando la posibilidad de deducirlos en el ejercicio en que fueron adeudados o pagados, o hasta en 6 ejercicios, de modo que el legislador permitió activar el gasto por este concepto e ir llevándolo a resultado año a año, justamente porque se refiere a un gasto que comprende varios ejercicios.
Junto con la normativa señalada de la Ley de la Renta, el Servicio de Impuestos Internos (SII) en su rol de intérprete de las normas tributarias, se pronunció respecto a la deducción de gastos en Investigación y Desarrollo en la Circular Nº 11 del año 1989, y los Oficios Nº 3826 del año 1992 y Nº 3489 del año 1995

.
Al respecto, la Circular Nº 11 de 1989, coincide con la entrada en vigencia de la norma del Art. 31 Nº 11 de la LIR, razón por la cual señala que del contexto de la LIR antes de esta nueva norma no existía claridad respecto a que los gastos incurridos por una empresa en investigación científica y tecnológica pudieran deducirse de la renta bruta bajo la regla general de ser gastos necesarios para producir la renta, “aún cuando dichos desembolsos se relacionaran con ingresos que se generarían en ejercicios futuros, o bien, cuando simplemente la empresa abandonaba el proyecto de investigación, por no ser conveniente su implementación o continuar su desarrollo”
. En efecto, no había norma que ayudara a determinar el modo de deducción de aquellos gastos, sea en el ejercicio en que se incurrieren o activado en varios ejercicios, y que ocurría si es que la empresa una vez deducido el gasto, desertaba en su continuación o implementación por resultar excesivamente costoso o complejo.
De esta manera, la circular toma razón de la introducción de la nueva norma, dejando por sentado que es posible deducir de la renta bruta los gastos incurridos en interés de la empresa en investigación científica y tecnológica, aún cuando no sean necesarios para producir la renta del ejercicio, y estableciendo la posibilidad de que sea el contribuyente quien elija la forma en la cual realizar la deducción, hasta por un período de 6 ejercicios.

Es en el Oficio Nº 3826 de 1992, en que el SII realiza una pronunciación mas detallada sobre el tratamiento tributario de I+D, a propósito de una consulta por parte de un contribuyente en que pregunta al servicio si es que los desembolsos incurridos por una empresa en la realización de un estudio de factibilidad de un proyecto urbanístico, y que no persiguen la obtención de conocimiento nuevo derivado de investigaciones científicas o tecnológicas, califican como gastos deducibles de la renta bruta a la luz del Art. 31 Nº 11 LIR.
De primer momento el SII hace una distinción entre el conocimiento nuevo –el cual es objeto de una investigación científica o tecnológica – y el conocimiento preexistente de orden técnico “como lo es la ingeniería civil o la arquitectura”
. Por ende, los desembolsos relacionados con este último tipo de conocimiento no reúnen los requisitos básicos exigidos por el Art. 31 Nº 11 LIR, para ser aceptados como gastos necesarios para producir la renta. Y señala que estos desembolsos no pueden deducirse de la renta bruta del giro principal de la empresa sino que dichas cantidades deben activarse contablemente y rebajarse de los ingresos que en el futuro genere ese proyecto de factibilidad, aplicándose lo dispuesto en el Art.41 Nº 7 respecto a estos desembolsos.
Junto con esto el SII estableció en dicho Oficio dos requisitos básicos que deben cumplirse para que opere la deducción autorizada por la norma del Art. 31 Nº 11 LIR, estos son
:

a) Que se trate de gastos incurridos en la investigación científica y tecnológica.

El servicio constata que a falta de definición legal del concepto de investigación científica y tecnológica, se debe recurrir a las definiciones que contempla el diccionario de la Real Academia Española (RAE). Por “investigación científica” se entiende aquella que persigue la obtención de un conocimiento cierto de las cosas por sus principios y causas, y por “investigación tecnológica” aquella encaminada a obtener un conocimiento propio de un oficio mecánico o arte industrial. Ambas definiciones orientadas a la obtención de conocimiento nuevo fruto de la investigación. 
b) Que hayan sido desembolsados en interés de la empresa
El servicio entiende que estos gastos en I+D realizados “en interés de la empresa” deben entenderse como incurridos en propio beneficio o utilidad de la empresa, independiente de los ingresos a obtener de los proyectos a realizar –razón por la cual estima que no es necesario cumplir el requisito básico del gasto tributario de ser necesario para producir la renta, en concordancia con la actividad o giro de la empresa – y de si éstos proyectos e investigaciones se llevaron a cabo o se les abandonó por no ser conveniente o rentable su implementación y desarrollo, cuestión que viene a solucionar la incertidumbre en este ámbito con que se contaba antes de la introducción de la norma a la LIR.
En el Oficio Nº 3489 de 1995, el SII mantiene el criterio del oficio anteriormente expuesto, en el sentido de que los desembolsos realizados en virtud de un estudio de factibilidad de un proyecto urbanístico no califican como gasto en investigación científica y tecnológica del Art. 31 Nº 11 LIR, puesto que provienen de un estudio que no persigue la obtención de un conocimiento nuevo derivado de I+D sino que son producto de un conocimiento preexistente.
En consecuencia, con anterioridad a la entrada en vigencia de la Ley 20.241, las únicas regulaciones que trataban la materia de los gastos tributarios en I+D eran los oficios y circular del SII expuestos, orientadas a interpretar el Art. 31 Nº 11 de la LIR.
	¿Qué tan efectivo resultaba como incentivo el mecanismo del Art. 31 Nº 11 de la LIR?


¿Cómo operaba, y cual era la interpretación del SII al respecto?
3.2
Incentivos por ley especial
Resulta interesante analizar si se han dado incentivos tributarios por ley especial para la materia de I+D que fueren un real fomento al desarrollo, y a la producción por parte del sector privado. Un tema que resulta ineludible son los incentivos tributarios para las zonas extremas del país, específicamente partiendo por las zonas francas establecidas en las Regiones I de Tarapacá, y XII de Magallanes, ciudades de Iquique y Punta Arenas, respectivamente, y que actualmente se han ampliado a otros territorios del país. También se hará una comparación entre estos incentivos territoriales versus incentivos sectoriales (ciertas áreas de productividad que se ven favorecidas por franquicias o beneficios en su carga tributaria), y las diferencias que éstos presentan.
Estos surgieron como una forma de establecer incentivos a la producción en determinadas zonas, más aisladas, en donde producir es más difícil, los recursos más escasos, y el interés del empresario por establecer su producción en estas zonas menor, con la tendencia siempre a la centralización donde se concentra la mayor cantidad de recursos económicos del país. 
¿Han servido estos incentivos territoriales para incrementar la inversión privada en I+D?

4
Análisis Comparado

El objeto de este apartado será realizar un análisis, no profundizado, sino con un afán comparativo, respecto a otros países, algunos vecinos como Argentina y Brasil, y otros desarrollados pertenecientes a la OECD como EEUU y países de la Unión Europea, de modo de constatar la forma y modo en que estos mediante políticas públicas han establecido incentivos tributarios para la inversión privada en I+D, y qué mecanismos específicamente han tenido mejor rendimiento a la hora de que las empresas se vean motivadas a realizar inversión en I+D, de modo de poder establecer una comparación con nuestro país y sus políticas de incentivo.

¿Qué mecanismos han tenido mejor rendimiento en la experiencia comparada para incentivar la inversión en I+D?
5
Análisis Ley 20.241
Una vez que tengamos cubierto el panorama, y habiendo constatado los mecanismos existentes con anterioridad a la entrada en vigencia de esta Ley en el año 2008, como también la experiencia de otros países, entraremos a analizar la Ley 20.241, su propósito, objetivos, y mecanismos contemplados, para determinar si efectivamente funcionan, si son pragmáticos en su aplicación para las empresas y no engorrosas, o resultan demasiado burocráticos y con procedimiento extremadamente rígidos.

El mecanismo contemplado por esta ley consiste básicamente en que para los contribuyentes de Primera Categoría (actualmente un 17% de impuesto a la actividad empresarial) se les da un crédito del 35% del total de los pagos que efectúen en el ejercicio por concepto de contratos de investigación y desarrollo certificados por la Corporación de Fomento de la Producción (CORFO), deducible directamente del Impuesto de Primera Categoría, estableciéndose montos límite, no pudiendo exceder del 15% de los ingresos brutos anuales del contribuyente o de 5.000 Unidades Tributarias Mensuales (UTM), el gasto deducible por concepto de I+D. El restante 65% no aprovechable como crédito, puede deducirse como gasto necesario de la renta líquida del ejercicio.
Nos interesa de sobremanera someter a un análisis cuantitativo este mecanismo, en definitiva estableciendo sus ventajas y deficiencias a la luz del mecanismo usado antes de esta ley por las empresas, y también comparándolo con los mecanismos que han resultado efectivos en la experiencia extranjera, razón por la cual someteremos a críticas esta ley e intentaremos dar alguna propuesta alternativa, o simplemente constatar qué cosas faltaron a la hora de legislar.

¿Qué tan eficiente resulta el mecanismo introducido por la Ley 20.241 a efectos de promover la inversión privada en I+D?

¿Cuáles son las principales ventajas y desventajas, o innovaciones que trae esta ley en comparación con lo existente anteriormente en Chile? ¿Y en otros países?
¿Qué otros mecanismos podrían adoptarse que fueren realmente eficientes?
6
Ejercicio Práctico

Este punto está íntimamente relacionado con el anterior, y es efectivamente a lo que queremos llegar con este estudio, es decir, someter el mecanismo de crédito respecto de la inversión en I+D introducido por la ley a una “Prueba de Rendimiento”, en la cual usando valores aproximados a los que sería el cálculo de la Renta Líquida Imponible (RLI) de una empresa dedicada al rubro de producción o fabricación, podamos determinar y comparar si es que el mecanismo es realmente eficiente o en definitiva no introduce grandes innovaciones como incentivo tributario enérgico a la hora de realizar inversión en tecnología, innovación, y nuevos métodos de producción para la empresa que favorezcan el crecimiento tanto del sector secundario como de la economía en general. 
� Ya en 1963, la OECD comienza a realizar las primeros reuniones con expertos internacionales en estadísticas en I+D, pasando con el correr de los años a ser un potente instrumento de medición y comprensión del papel de la ciencia y la tecnología en el desarrollo.


� OECD, Manual de Frascati 2002, Editado por FECYT 2003, Ed. Española


� Ibid, p. 32


� Benavente, J.M. “Gastos Privados en Investigación y Desarrollo Chile: Aspectos Teóricos y Metodológicos para el Diseño de un Sistema de Incentivo Público”, documento no publicado, Universidad de Chile, Santiago, 2003, p. 13





� OECD Estudios Económicos de la OECD Chile 2005, Vol.19/2005, Noviembre 2005, Suplemento Nº 1, OECD Publishing 2005, p. 94, Recuadro 3.3. Se realiza un análisis grosso modo de la experiencia que han tenido los países de la OECD a partir de los incentivos fiscales en I+D.


� Ibid. p. 95


� FLAMM, Kenneth. Targeting the computer: Government support and International Competition, Kluwer Academic Publishers 1989, p. 187


� OECD Estudios Económicos de la OECD Chile 2003, París y Ministerio de Hacienda Chile, Volume 2003 ítem 17, OECD Publishing 2003


� OECD Estudios Económicos de la OECD Chile 2005, Vol.19/2005, Noviembre 2005, Suplemento Nº 1, OECD Publishing 2005


� Op. Cit. OECD Estudios...2003, p.189 – 190.


� Biblioteca del Congreso Nacional de Chile, Historia de la Ley 20.241, 2008, p. 19


� Ibid, p. 7


� Art. 31 Nº 11 de la Ley de la Renta, DL. 824


� Todos disponibles en el sitio web del Servicio de Impuestos Internos, � HYPERLINK "http://www.sii.cl" ��www.sii.cl� 


� Igual constatación realiza QUIROZ, Jorge. Incentivos tributarios a actividades de Investigación y Desarrollo. Estudio encargado por el Ministerio de Economía, 2001. En: Biblioteca del Consejo Nacional de Innovación para la Competitividad (CNIC), p.19


� Circular Nº 11 del Año 1989, Apartado 2.2.2.


� Oficio Nº 3826 del año 1992


� Ibid. 





PAGE  
1

